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Además de las dificultades de orden interno que resultarian, la aplica- 
ción del tratado por parte del Estado, correría el riesgo de ser imposible; 
las autoridades competentes verían ciertamente comprotnetida su respon- 
sabilidad, situándose entonces ante la disyuntiva de violar el tratado o de 
violar el derecho interno. 

La naturaleza del vicio que afecta un consentimiento de este tipo 
es absolutamente claro: el consentimiento de una persona moral, en 
este caso el Estado, no puede en efecto existir sino después de un pro- 
cedimiento jurídico: si ese proceso no es respetado. no ha habido con- 
sentimiento. 

Es principalmente después de haber sido ejecutado el tratado, aunque 
sea parcialmente, que el problema llega a plantearse, generalmente como 
consecuencia de los cambios políticos internos; pero precisamente en ese 
caso, la nulidad, suponiendo que exista, no podría ser invocada, porque 
de alguna manera, habría sido convalidada por el asentimiento o aquies- 
cencia del Estado en cuestión. 

En realidad es menos la buena fe de los otros Estados, que está prote- 
gida por el derecho internacional, ya que lo que en realidad se está san- 
cionando es al Estado interesado, qnieti hizo que naciera una convicción 
legítima frente a sus contratantes, y por ello debe asumir las consecuen- 
cias que este estado de cosas llegó a generar. 

En México, por otra parte, si el tratado que debe formar parte de la 
ley suprema, llegar a estar en desacuerdo con la Constitución, y si éste se 
aplicase en perjuicio de un particular, entonces obviamente procedería el 
amparo, de la misma forma que procede en contra de cualquier acto que 
viole una garantia constitucional. 

El último párrafo del articulo 133 ha sido calificado como "disloca- 
dar del sistema", en virtud de que de ahí se puede desprender que una 
declaración de iiiconstitucionalidad puede ser llevada a cabo por los órga- 
nos de los poderes judiciales y locales: sin embargo, la jurisprudencia de 
la Suprema Corte de Justicia ha sostenido que únicamente los órgaiios del 
Poder Judicial federal, a través del juicio de amparo, son competentes 
para realizar el examen de la constitucionalidad de una ley. 

Verdaderamente la facultad para el examen de la constitucionalidad 
de las leyes en juicio de amparo es, sin lugar a dudas, una atribución ex- 
clusiva del Poder Judicial federal; si11 embargo, el juez local no está cono- 
ciendo de dicha constitucionalidad o inconstitucionalidad en amparo, sino 
















